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SOBRE: 

PASES INICIALES 

Panel integrado por su presidente, el Juez Vizcarrondo Irizarry, 

la Juez Colom García y la Juez Cortés González          
 

Vizcarrondo Irizarry, Juez Ponente 
 

SENTENCIA   

 
En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 

 Comparece el Sr. Aris Ruberte Rodríguez, en adelante 

recurrente, y solicita la revisión de la Respuesta de la División de 

Remedios Administrativos del Departamento de Corrección y 

Rehabilitación (DCR), emitida el 20 de abril de 2016, notificada 

el 18 de mayo de 2016. 

 Mediante el referido dictamen se denegó una solicitud del 

recurrente para que no se refiriera al Comité de Víctimas, su 

solicitud de privilegio para disfrutar de “pase familiar”.  Por 

determinar la Oficina de Programas y Servicios, con 

posterioridad a la radicación del recurso de epígrafe, que el 

Comité de Víctimas no estará evaluando la solicitud del aquí 

recurrente, se DESESTIMA la presente causa por académica.  

Exponemos. 
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I 

 Mediante Solicitud de Remedios Administrativos 

presentada el 20 de enero de 2016, el aquí recurrente solicitó al 

Departamento de Corrección y Rehabilitación el beneficio de 

“pases extendidos o pases familiares”.  Fundamentó su reclamo 

en el Reglamento para la Concesión de Permisos a los 

Confinados, para Salir Fuera de las Instituciones Penales, 

Reglamento Núm. 2678, aprobado el 3 de enero de 1980 y que 

le permite solicitar tal privilegio.  Sostiene que dicha solicitud 

está pendiente de la recomendación del Comité.1   

 Alega, que para la fecha en que ingresó al sistema no 

existía el Comité de Víctimas, y que el Reglamento vigente al 

momento de la comisión de los hechos lo era el Reglamento 

Núm. 2678.  Critica que el Departamento de Corrección y 

Rehabilitación (DCR), le está aplicando un reglamento aprobado 

posteriormente (Reglamento Núm. 8722) y que requiere la 

participación del Comité de Víctimas, en la evaluación de una 

solicitud de pases familiares.   Expone que esta acción constituye 

la imposición de una Ley ex post facto en violación de sus 

derechos constitucionales. 

 Solicita, se anule el referido de su caso al Comité de 

Víctimas y que se tome una decisión final en torno a su solicitud 

como una medida de tratamiento individualizado, que es la 

política de rehabilitación del confinado, en que está inspirada la 

ley habilitadora del Departamento de Corrección y 

Rehabilitación. 

El 22 de  mayo de 2016, la Sra. Wilmarie Campos Torres, 

Técnico de Servicios Socio Penal I, contestó la solicitud de 

remedio.  Indica que se consultó su caso con el Sr. Evaristo Cruz 

                                                 
1
 Se refiere al Comité de Víctimas.   
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y éste a su vez lo refirió a la Sra. Jessica Rivera Verdejo, para 

que le notificara a la Sra. Campos Torres el estatus del caso ante 

el Comité de Derechos de las Víctimas.2  En ésta reiteró su 

señalamiento.  

Inconforme con esta Respuesta, el aquí recurrente solicitó 

reconsideración.3  En ésta, reiteró su señalamiento de que a su 

caso no le aplica la participación del Comité de Víctimas en la 

evaluación de su solicitud de pases familiares y que el mero 

referimiento a dicho Comité de Víctimas, constituye la aplicación 

de una ley retroactiva que le es negativa y violenta sus derechos 

constitucionales.   

El 19 de abril de 2016, se emitió Respuesta a 

Reconsideración.  En ésta, la Sra. Ivelisse Milán Sepúlveda, no 

acogió la petición de reconsideración.  Se le aclaró al recurrente 

que los casos que se refieren a la consideración del Comité de 

Víctimas lo son aquellos en que una víctima o un familiar se 

oponen a la concesión del privilegio.  No obstante, no es el 

Comité de Víctimas quien determina la concesión o no del 

privilegio.  Esto le corresponde a la autoridad nominadora.   

Inconforme nuevamente con este dictamen, el aquí 

recurrente presentó Revisión Administrativa el 7 de junio de 

2016.  En éste impugnó la pretensión del DCR de aplicarle una 

ley o regla de manera “ex post facto” y de forma retroactiva, 

dándole intervención al Comité de Víctimas en su solicitud de 

pases familiares, cuando a su caso aplica el Reglamento Núm. 

2678, que no contempla tal referimiento.   

Con posterioridad a la presentación del recurso de 

epígrafe, la Sra. Jazmín Rodríguez Gómez, Supervisora del Área 

                                                 
2
 El recurrente recibió la Respuesta el 11 de marzo de 2016. 

3
 Reconsideración presentada el 1 de abril de 2016.  
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Regional Interina, de la Oficina de Programas y Servicios, Región 

Sur del DCR, determinó que la solicitud de “pase familiar” del 

recurrente no será evaluada por el Comité de Derechos de las 

Víctimas de Delito. 

II 

Academicidad 

La academicidad es una de las manifestaciones del 

concepto de justiciabilidad que enmarca los límites de la función 

judicial.  C.E.E. v. Depto. de Estado, 134 DPR 927, 934 

(1993).  Un caso es académico cuando pierde su carácter 

adversativo, bien por cambios fácticos o judiciales, acaecidos 

durante el trámite judicial y ello crea una situación en que la 

sentencia sería una opinión consultiva.  Asoc. Foto Periodistas v. 

Rivera Schatz, 180 DPR 920, (2011);  Angueira v. J.L.B.P., 150 

DPR 10, 19 (2000).  Es decir, el pleito es académico cuando la 

sentencia que sobre el mismo se dictare, por alguna razón, no 

podría tener efectos prácticos.  E.L.A. v. Aguayo, 80 DPR 552 

(1958); Cruz v. Administración, 164 DPR 341 (2005).   

Al examinar la academicidad de un caso, se debe evaluar los 

eventos anteriores, próximos y futuros, a fines de determinar si 

su condición de controversia viva y presente subsiste con el 

transcurso del tiempo.  San Antonio Maritime v. P.R. Cement 

Co., 153 DPR 374 (2001).  Una vez se determina que un caso es 

académico los tribunales tienen el deber de abstenerse y no 

puede entrar a considerar sus méritos.  El Vocero v. Junta de 

Planificación, 121 DPR 115, 124-125 (1988). 

Existen varias excepciones a la doctrina de academicidad, a 

saber: (1) casos en los que aun cuando la decisión del tribunal 

no afecta a las partes involucradas presentan una cuestión 

recurrente; (2) casos en donde la situación de hechos ha sido 
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modificada voluntariamente por el demandado pero sin visos de 

permanencia; (3) pleitos de clase en los cuales la controversia se 

torna académica para un miembro de la clase más no para el 

representante de la misma; y (4) casos que aparentan ser 

académicos pero en realidad no lo son por sus consecuencias 

colaterales. Asoc. de Periodistas v. González, 127 DPR 704, 719-

720 (1991); RBR Construction, S.E. v. A.C., 149 DPR 836 

(1999). 

Por su parte, la Regla 83 del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones, en sus incisos (B)(5) y (C), 4 L.P.R.A. Ap. XXII-B, 

R. 83, establece que este foro apelativo puede motu proprio 

desestimar un recurso de apelación si se ha convertido en 

académico.   

III 

 En el caso ante nuestra consideración, el aquí recurrente 

presentó una solicitud de remedio administrativo para que se le 

concedieran pases familiares, como parte de un tratamiento 

individualizado orientado a la consecución de su rehabilitación.  

Fundamentó su reclamo a base de Reglamento 2678 de 1980, 

por ser el reglamento vigente que atiende estos pedidos de 

pases familiares, a la fecha en que este cometió los hechos que 

dieron base a su encarcelamiento.4 

 En lo pertinente, el Reglamento 2678, establece que los 

permisos para pases serán concedidos como medida de 

tratamiento individualizado para el confinado, entre otras cosas, 

para fortalecer lazos familiares; observan los ajustes progresivos 

a la comunidad y desarrollar un sentido de responsabilidad y 

entereza de carácter elementos fundamentales para la eventual 

                                                 
4
 El Reglamento Núm. 2678 de 1980, fue derogado por el Reglamento Núm. 4851, aprobado el 18 

de diciembre de 1992 y posteriormente por el Reglamento Núm. 7156, aprobado el 1 de junio de 

2006. 
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reintegración de los miembros de la población correccional a la 

comunidad.  Los permisos serán autorizados por el Secretario del 

Departamento de Corrección y rehabilitación o por el funcionario 

en quien el delegue.  Estos permisos, serán evaluados y 

recomendados por el Comité de Clasificación y Tratamiento de la 

institución, (Art. 1 del Reglamento Núm. 2678). 

 De otra parte, conforme al Reglamento del Comité de 

Derechos de las Víctimas de Delito, Reglamento Núm. 8722, 

aprobado el 1 de abril de 2016, el Comité de Derechos de las 

Víctimas, considerará solamente los casos en que exista una 

víctima que se oponga y solicite expresar su opinión mediante el 

mecanismo de vistas en cuanto a la concesión de programas de 

desvío y comunitario para un miembro de la población 

correccional, (Art. XI – funciones o facultades del Comité de 

Derechos de Víctimas).  Finalmente, el 10 de agosto de 2016, la 

Supervisora Regional de la Oficina de Programas y Servicios de 

la Región Sur, devolvió el  caso del recurrente a la Unidad Social 

de su institución para que sea evaluada la solicitud de pase 

familiar, sin que sea necesario someter tal solicitud ante la 

consideración del Comité de Víctimas.  Por lo tanto, ahora le 

corresponde al Comité de Clasificación y tratamiento de la 

institución, evaluar la solicitud del recurrente conforme al 

Reglamento Núm. 2678. 

 Somos del criterio de que el propósito que perseguía el 

aquí recurrente desde que presentó su solicitud inicial de 

Remedio Administrativo, el 20 de enero de 2016, hasta que 

presentara el recurso de Revisión Administrativa de epígrafe, a 

saber, que su solicitud de beneficio de pases familiares fuera 

considerado por la agencia sin la intervención del Comité de 

Víctimas, se ha logrado.  Ello surge palmariamente de la reciente 
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comunicación de la Supervisora regional de la Oficina de 

Programas y Servicios, fechada 10 de agosto de 2016.  Por 

tanto, la controversia presentada ante nos, se ha tornado 

académica.  Procede su desestimación. 

IV 

 Por los fundamentos anteriormente expresados, se 

desestima la presente causa por academicidad. 

Notifíquese. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria 

del Tribunal de Apelaciones. 

 
 

Lcda.  Dimarie Alicea Lozada 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 
 

 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 


